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SOBRE: 
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hipoteca 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, y la Jueza 

Grana Martínez y el Juez Ramos Torres.1 

 

Grana Martínez, Jueza Ponente 
 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nosotros, Zoraida Díaz Fontánez, para pedirnos 

revocar una Resolución del Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Humacao (foro primario, o foro recurrido), mediante la 

cual se resolvió que no ejerció a tiempo su derecho a retracto de 

crédito litigioso, por lo que no procedía su reclamo. 

I. 

 En junio de 2008, Doral Bank presentó una Demanda de cobro 

de dinero y ejecución de hipoteca en contra de Zoraida Díaz Fontánez 

(Díaz, la peticionaria, o la recurrente). Según surge de la constancia 

del emplazamiento realizado a Díaz que obra en el expediente, el 

mismo se diligenció en la siguiente dirección física: 

Carr. 904–Solar 9-B 

Comunidad Martorell (169-B) 
Barrio Limones 
Yabucoa, Puerto Rico 007672 

 

                                                 
1 Panel compuesto mediante Orden Adm. TA-2016-189 de 1 de agosto de 2016. 
2 Surge del expediente del caso, que esta dirección corresponde a la propiedad 

hipotecada. 
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Meses después, Doral Bank informó la cesión de la deuda 

objeto de controversia a Roosevelt Cayman Asset Company (Roosevelt 

Cayman). En virtud de ello, mediante moción del 16 de diciembre de 

2014, pidió autorización para que Rushmore Loan Management 

Services, agente de servicios de Roosevelt Cayman, le sustituyera en 

el pleito. 

El 17 de diciembre de 2014, Díaz presentó una “Solicitud de 

remedio a tenor del Derecho de la demandada a ejercer retracto de 

crédito litigioso”. Alegó que el 11 de diciembre de 2014, en corte 

abierta, advino en conocimiento de la antedicha cesión de crédito, y 

reclamó su derecho a retracto. Solicitó ordenar al cesionario que 

provea toda la información necesaria para poder ejercer dicho 

derecho. 

En marzo de 2015, el foro primario autorizó la sustitución de 

parte. Luego ordenó a Roosevelt Cayman (el recurrido) que acredite 

haber notificado a Díaz, por escrito, la cesión del pagaré. 

En cumplimiento con lo ordenado, el recurrido presentó una 

comunicación escrita de varias páginas dirigida a Díaz. En la referida 

carta le informó que, efectivo el 1 de noviembre de 2014, “el derecho 

de cobrar pagos de usted, ha sido cedido, vendido o transferido de 

Doral Bank a Rushmore Loan Management Services LLC (Rushmore)”, 

por lo que a partir de dicha fecha los pagos debían realizarse 

directamente a esa compañía, que actuaba como agente de cobro del 

actual acreedor, Roosevelt Cayman3. La comunicación en cuestión 

estaba fechada al 7 de noviembre de 2015, y dirigida a la siguiente 

dirección física: 

310 CALLE SAN FRANCISCO STE 25 
SAN JUAN, PR 009014 

                                                 
3 La carta en cuestión aclaraba lo siguiente: “[l]a fecha que Rushmore comenzará a 

aceptar sus pagos será 11/01/2014. Favor de enviar todos sus pagos vencidos en o 

después de la fecha de vencimiento a su nuevo proveedor de servicios. Una factura o 

estado de cuenta de Rushmore será enviado por correo a usted en los próximos 15 a 

30 días”. 
4 Véase sobre dirigido a Zoraida Díaz, que acompañó a la moción en cumplimiento 

de Orden, págs. 88–89 del Apéndice del escrito apelativo. 
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Mediante una Resolución emitida el 26 de mayo de 2016 y 

notificada el 31 del mismo mes y año, el foro recurrido acogió como 

válida la antedicha notificación y concluyó que habían transcurrido 

40 días desde que Díaz supo de la cesión hasta que alegó tener 

derecho al retracto. En virtud de ello, denegó el derecho reclamado. 

Inconforme, Díaz compareció ante nosotros el 27 de junio de 

20165. Imputó al foro primario haber cometido el siguiente error:  

Erró el Tribunal de Primera Instancia al concluir que el 

término para ejercitar la acción de retracto de crédito 
litigioso había caducado. Esto a pesar de que la 

notificación de cesión de crédito litigioso se realizó 
mediante una carta informativa que no hace 
requerimiento de pago, que informa un cesionario distinto 

al verdadero acreedor y que fue enviada a una dirección 
que no le pertenece a la de la peticionaria, y no desde la 
sustitución de parte en el litigio. 

 
Roosevelt Cayman compareció mediante escrito en oposición. 

Con la comparecencia de las dos partes, pasamos a atender la 

controversia ante nuestra consideración. 

II. 

A. El recurso de certiorari 

El certiorari es un vehículo procesal extraordinario, de carácter 

discrecional, utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía corrija 

un error de Derecho cometido por un tribunal inferior. IG Builders v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012). Por tratarse de un recurso 

discrecional, corresponde al foro apelativo evaluar si procede o no su 

expedición. A tal efecto, se deberá analizar la corrección y 

razonabilidad de la decisión recurrida, así como la etapa del 

procedimiento en que se produce, para determinar si es el momento 

apropiado para intervenir. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 

DPR 83, 97 (2008). 

La discreción que tienen los foros apelativos para atender un 

certiorari no es absoluta, y más bien está inexorable e 

                                                 
5 Presentó una moción en auxilio de jurisdicción, la cual fue denegada el 28 de junio 
de 2016, y el presente recurso de certiorari. 
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indefectiblemente atada al concepto de la razonabilidad. García 

Morales v. Padró Hernández, 165 DPR 324, 334-335 (2004). Sobre el 

particular, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40), establece que, para que este foro pueda 

ejercer sabia y prudentemente su discreción deberá considerar, entre 

otros, si la situación de hechos planteada es la más indicada para 

analizar el problema, si ha mediado error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba, si la etapa del procedimiento es la más 

propicia para su consideración, y si la expedición del auto evita un 

fracaso de la justicia. 

B. La cesión de crédito litigioso 

 

La cesión de créditos es un negocio jurídico celebrado por el 

acreedor “cedente” con otra persona, denominada “cesionaria”, a 

quien el primero le transmite la titularidad del derecho de crédito 

cedido. Consejo de Titulares v. C.R.U.V., 132 DPR 707, 717 (1993)6. 

Esta cesión incluye la transferencia de todos los derechos contenidos 

en el crédito que se cede, incluidos los accesorios, como la hipoteca. 

Cód. Civil P.R., Art. 1418 (31 LPRA sec. 3943). Es por ello que, a 

partir de la transmisión del crédito, el cesionario se instala en la 

misma posición respecto al deudor; es decir, que sustituye al 

acreedor original y se convierte en el titular activo de la obligación. 

IBEC v. Banco Comercial, 117 DPR 371, 376 (1986). 

Para que la cesión de créditos tenga validez, nuestro 

ordenamiento jurídico exige que ésta surja de una obligación válida y 

eficaz, además que “la fecha de la cesión conste por modo auténtico y 

que se notifique de la cesión al deudor”. Consejo de Titulares v. 

C.R.U.V., supra, pág. 718. Una vez el deudor queda debidamente 

notificado de la cesión, la deuda solamente podrá extinguirse 

mediante el pago al cesionario. Íd. 

                                                 
6 Citando a L. Díez-Picazo, Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial, Madrid, Ed. 

Tecnos, 1979, Vol. I, pág. 789. Ibid., pág. 376. 
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El crédito litigioso es uno de los que se puede cederse. A tal 

efecto, se entiende que un crédito es litigioso “desde que se contest[a] 

a la demanda relativa al mismo”. Cód. Civil P.R., Art. 1425 (31 LPRA 

sec. 3950). Es decir, que “se reputa como litigioso aquel crédito que, 

puesto en pleito, no puede tener realidad sin previa sentencia firme 

que lo declare, o sea aquél que está en duda y se disputa, aquél en el 

que los derechos son inciertos”. (Citas omitidas). Consejo de Titulares 

v. C.R.U.V., supra, pág. 726.  

En los casos en que esté de por medio la cesión de un crédito 

litigioso, el deudor tendrá un derecho de retracto sobre tal acción. Íd. 

Sobre el particular, el Art. 1425 del Código Civil, supra, expresamente 

dispone que el deudor podrá extinguir un crédito litigioso 

“reembolsando al cesionario el precio que pagó, las costas que se le 

hubiesen ocasionado y los intereses del precio desde el día en que 

éste fue satisfecho”. Ello, siempre que ejerza este derecho “dentro de 

nueve (9) días, contados desde que el cesionario le reclame el 

pago”. (Énfasis nuestro). Íd. Este término de nueve (9) días es uno de 

caducidad; es decir, fatal, improrrogable e ininterrumpible. Consejo 

de Titulares v. C.R.U.V., supra, pág. 727; Pereira v. I.B.E.C., 95 DPR 

28, 67 (1967). 

III. 

 La recurrente acudió ante nosotros para pedirnos revisar una 

determinación interlocutoria dictada por el foro primario, mediante la 

cual se resolvió que no podía reclamar retracto sobre la deuda cedida, 

por haber intentado ejercer su derecho de modo tardío. Luego de 

revisar el expediente ante nuestra consideración, entendemos que a la 

peticionaria le asiste la razón, y el foro recurrido erró al resolver como 

lo hizo. Veamos por qué. 

 En el expediente de este caso consta la comunicación del 7 de 

noviembre de 2014 mediante la cual, alegadamente, se notificó a Díaz 

sobre la cesión del crédito litigioso en controversia. Si bien en otro 
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tipo de escenario deberíamos centrarnos en si el contenido de esta 

misiva fue claro en cuanto al hecho de la cesión, así como en lo que 

respecta al requerimiento de pago, en este caso resulta improcedente 

hacer ese análisis. Ello es así, pues surge claramente que la carta en 

cuestión fue enviada a una dirección que no corresponde a la 

peticionaria. 

Dadas las particularidades del caso, notificar a una dirección 

errada resulta totalmente inexcusable. Según surge del expediente del 

caso, el emplazamiento a Díaz se diligenció en una dirección en el 

pueblo de Yabucoa, la cual coincide con la propiedad hipotecada que 

se quiere ejecutar. Sin embargo, la evidencia de notificación que 

proveyó la recurrida es una distinta, y no coincide ni en el pueblo de 

residencia de la peticionaria, pues ésta corresponde a San Juan7. Por 

tal motivo, no puede presumirse, contrario a lo que resolvió el foro 

primario, que a Díaz se le hizo el requerimiento de pago provisto en el 

Art. 1425 del Código Civil, supra, en la fecha que aparece en la 

comunicación en cuestión. 

A base de lo indicado, resulta irrelevante entrar a analizar el 

contenido de la comunicación como tal. Por ser la dirección de la 

notificación distinta a la de la peticionaria, la recurrida no demostró 

que el requerimiento de pago, en efecto, se haya realizado en la fecha 

que la carta alude. Por tal motivo, no nos queda más que concluir 

que, tal como argumenta Díaz, ésta se enteró de la cesión del crédito 

litigioso cuando se notificó de la misma en corte abierta el 11 de 

diciembre de 2014. Para efectos del cómputo de los nueve (9) días, esa 

es la fecha en que el cesionario le hizo el requerimiento de pago. 

La peticionaria pidió ejercer su derecho a retracto el 17 de 

diciembre de 2014; esto es, seis (6) días después de haberse realizado 

el requerimiento de pago. Por tal motivo, estaba dentro del término 

dispuesto por el Art. 1425 del Código Civil, supra, para ejercer su 

                                                 
7 Véase pág. 12 del Apéndice del escrito en oposición. 
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derecho. Consecuentemente, le correspondía al foro primario ordenar 

al recurrido que provea toda la información requerida para que Díaz 

pueda ejercer el retracto de crédito litigioso al cual tiene derecho. 

IV. 

Por lo antes señalado, se expide el auto solicitado, y se revoca la 

Resolución recurrida. Se devuelve el caso al Tribunal de Primera 

Instancia para la continuación de los procedimientos según lo 

dispuesto en esta Sentencia. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


